STJSL-S.J. – S.D. Nº  155 /14.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintiún días de noviembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA y LILIA ANA NOVILLO.- Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “SILVERO ARNALDO FABIAN c/ FPV S.A. s/ DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACION"  - IURIX 191995/10.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres LILIA ANA NOVILLO, OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URIA.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I.- ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II.- ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 y 303 del Código Procesal Civil?

III.- En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV.- ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V.- ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: 1) Que a fs. 349 y vta., se presenta la parte actora a efectos de interponer Recurso de Casación, contra la Sentencia Definitiva Nº 102, de fecha 22-08-2013, obrante a fs. 341/346 vta.y 347 dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, fundando el mismo a fs. 367/382, en los términos del art.287, incs.  a) y  b) del CPC y C.

2) Que a fs. 385/396, contesta el traslado conferido la parte demandada, y a fs. 418/419 vta., dictamina el Sr. Procurador General.

                                                                                           ///…
///…
3) Que, en primer lugar corresponde efectuar el pertinente análisis, a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente,  en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.

Que, surge de las constancias de la causa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, la resolución impugnada es sentencia definitiva, estando eximido el recurrente de efectuar el depósito correspondiente, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286, 289 y 290 del C.P.C. y C., debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc a, del C.P.C. y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTION y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: 1) Que a fs. 262/263vta., luce Sentencia de Primera Instancia, que hace lugar parcialmente a la acción incoada por Arnaldo Silvero, Alejandro Portilla y Gustavo Cubilla, contra FPV S.A., a quien condena a abonar a los actores los rubros:  Indemnización por despido,  Preaviso, SAC de preaviso, Integración mes despido, SAC integración,  Art. 2 Ley 25.323,  Arts. 242, 231, 233, 245 y cc. LCT, y rechaza los rubros daño moral y diferencias, conforme Jurisprudencia que cita,  y art. 1 Ley 25.323, por improcedente. Además, impone las costas en un 15% a los actores y un 85% al accionado.

Que apelado dicho decisorio, la Excma. Cámara resuelve rechazar el recurso deducido, confirmando la sentencia apelada. Con costas (art. 111,  C.P.L.).
Que tal resolución provoca la interposición a fs. 349 y vta, del  recurso de casación en estudio, conforme se señalara ut-supra, y que aquí se resuelve. 
2) Que en su escrito de fs. 367/382 vta., en punto a los antecedentes de la causa, expresan los recurrentes, que iniciaron el presente juicio con el objeto que la demandada les abonara los importes derivados de un despido, dispuesto mediante una falsa causal, las diferencias salariales devengadas, en virtud de que “un grupo de trabajadores (entre ellos, los actores), no percibían ciertos conceptos remuneratorios, que si eran abonados a empleados que cumplían las mismas tareas y en los mismos horarios que aquellos con quienes se encontraban en igualdad de condiciones, y una indemnización por despido discriminatorio, en función de haber sido desvinculados mediante una causa inventada a raíz del reclamo que articularon”, violando de esa manera expresas garantías constitucionales, como el principio de igual remuneración por igual tarea. 

3) Al fundar el recurso, lo hace  en las causales de la casación, previstas en el art. 287, inciso a) y b) del C.P.C. y C., (ver punto II, d), concretamente, en lo referido al primero de tales incisos, “se agravia por falta de aplicación del artículo 1° de la Ley 23.592, y con relación al segundo de ellos, le causa gravamen la errónea interpretación de los arts. 14 bis, 17, 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, 9. 17 y 81 de la Ley de Contrato de Trabajo, 58 y 59 de la Constitución Provincial, que regulan positivamente la regla de igual remuneración por igual tarea”.
Expresa, “que el decisorio recurrido no ha hecho lugar a los agravios expuestos por los actores, contra la sentencia de primera instancia, en orden a obtener las diferencias salariales adeudadas, el reclamo por daño moral en función del despido discriminatorio perpetrado, la entrega de la documentación establecida por el articulo 80 de la LCT, y la incorrecta imposición de costas, todo lo cual en si sólo implica un gravamen concreto, actual y ajeno” a la actuación de los actores.

Sostiene que, la Excma. Cámara de Apelaciones Nº. 2, ignora por completo tanto la plataforma fáctica, determinada en primera instancia, como los fundamentos de los agravios de la parte actora y las consideraciones sometidas a su examen, cambia radicalmente la perspectiva del problema y contrariamente a lo expuesto por la magistrado de grado, “indica que debían justificarse los motivos para establecer diferenciaciones entre las remuneraciones a pagar a los trabajadores” (sic).

Agrega que, en un razonamiento absolutamente irrazonable, arbitrario y contrario a derecho, el Tribunal de Alzada, considera que la demandada, “en función de la sola prueba testimonial del personal jerárquico de la empresa, sin ningún otro elemento que lo corrobore, y hasta con tintes xenófobos”, había acreditado diferencias en el rendimiento de los trabajadores que justificaban un trato remuneratorio distinto.

Y a tales efectos, cita las leyes y arts. de la Constitución Provincial y Nacional, doctrina y jurisprudencia que a su criterio avalan su posición.

En consecuencia, al haber el fallo impugnado,  omitido  la aplicación, consideración e interpretación de dichas normas, se encuadra en las causales previstas por el art. 287 inc a) y b) del C.P.C y C., peticionando se haga lugar al recurso de casación impetrado. 
4) Corrido el traslado de ley, a fs  385/396, luce la contestación del traslado conferido por la parte demandada, solicitando el rechazo del recurso interpuesto, con argumentaciones, que se tienen por transcritas. 
A fs. 418/419 vta., el Sr. Procurador General se pronuncia por el rechazo del Recurso de Casación articulado por la parte actora, en base de los argumentos que desarrolla, que se comparten y que se tienen por reproducidos en orden a la brevedad.

5) Entrando en el análisis de esta cuestión, debe dilucidarse si en la sentencia recurrida se dan algunas de las causales invocadas, y si el escrito de fundamentación se basta a si mismo, caso contrario el recurso no podría prosperar (Cfr. STJSL, “Kravetz Elías Samuel c/ Edesal S.A. – D. y  P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007;  “Bustos de Molina Rosa Isabel c/ Farmacia El Condor scs y/o sus integrantes y/o P. Soria y/o José Beltran Belletini y/o quien res. resp. – Despido - C. de Pesos - Recurso de Casación”, 14-12-2010; (Cfr. STJSL: “Bruno Oscar Alfredo  c/ BAGLEY  S.A.  y  otros  s/ Cobro de Pesos - Recurso de Casación” Expte. N° 14-B-12 - IURIX N° 169727/9.-06-02-2014).

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés, el agravio, sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado, objetivado por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª Edición, p.213).

6) Demarcado el objeto casatorio, se destaca que el recurso de casación en los procesos laborales,  como es el presente, se rige por las normas previstas en el Código Procesal y Comercial de la Provincia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 303 del mismo.-

En consecuencia, sólo se habilita la casación en los supuestos previstos por el art. 287 del citado código, no advirtiéndose que en el caso la Cámara haya dejado de aplicar una norma legal o aplicado una que no correspondiere.-

Tampoco existe, a mi juicio, por parte de la Cámara una interpretación errónea de una norma legal.-

Asimismo debe tenerse presente que las cuestiones de hecho, como sería la valoración de la prueba, queda vedada a la casación, cuestiones que  reiteradamente  pretende el recurrente.- 

Por lo demás los agravios que se exponen al fundar casación se inclinan por destacar las arbitrariedades en que, a juicio de la recurrente, habría incurrido la Cámara.-

Estas quejas no pueden considerarse en el presente recurso, debiéndose observar, que la parte actora articuló, además, el Recurso de Inconstitucionalidad Provincial, con similares argumentos que esgrime en la casación.

Dicho remedio recursivo  fue desestimado, por la Excma. Cámara, mediante sentencia R.R. Laboral Nº 3/2014 del 24-02-2014, refiriendo en los considerandos que, conforme criterio reiterado y uniforme del Superior Tribunal de Justicia, no alcanza la tacha de arbitrariedad las sentencias que aprecian los hechos de la causa y aplican el régimen legal vigente, con el alcance que a juicio del tribunal apelado corresponde, es decir que para que se configure la arbitrariedad de la sentencia, ésta debe estar fundada en la mera voluntad de los jueces, es decir, que no sea conclusión razonada de las circunstancias comprobadas de la causa,  extremos que no se verifican en el caso, resolviendo declarar formalmente inadmisible el recurso de fs. 350/365 vta. por carecer de los requisitos de admisibilidad formal. 

Esa denegación quedó firme, al no haber la actora interpuesto el respectivo recurso de queja por ante este Superior Tribunal.-

De manera que las arbitrariedades que se acusan en la casación, y que son prácticamente las mismas que se invocaron al interponer el recurso extraordinario de   inconstitucionalidad, no pueden ser evaluadas o consideradas en este estado procesal.-

Por ende, no corresponde en esta oportunidad, juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (Cfr. STJSL in re “Rodríguez Mario Alberto c/ Ricardo Horacio Olace y/o Farmacia Policlínico – Despido – C. de Pesos - Recurso de Casación”, 22-06-2011).-

7) Sin perjuicio de ello, merece especial consideración la  violación  a los principios constitucionales de igual remuneración por igual tarea, y de igualdad ante la ley, que alega el recurrente, utilizando expresiones como “tratamiento discriminatorio”, “referencias xenófobas”, en que habría incurrido la Excma Cámara.
Sabido es que, la existencia de todo el complejo normativo constitucional, en materia de derechos humanos, se asienta  así como también su propia estructura, sobre la base de un principio de admisión universal, a partir del cual todos los seres humanos nacemos libres e iguales en dignidad y derechos.

Es decir que, todos los hombres participan de una igualdad elemental de status en cuanto personas jurídicas. Tal es el concepto básico de la llamada igualdad civil, consistente en eliminar discriminaciones arbitrarias entre las personas. La igualdad importa un grado suficiente de razonabilidad y de justicia en el trato que se depara a los hombres. La igualdad no significa igualitarismo. Hay diferencias juntas que deben tomarse en cuenta, para no incurrir en el trato igual de los desiguales (Cfr. Germán Bidart Campos- Manual de la Constitución Reformada, T.I, pág. 529). 
Es que la igualdad importa un cierto grado de razonabilidad y de justicia, en el trato que se depara a los hombres, en la medida que se suprime las distinciones sin base valorativa suficiente. Es lo que se conoce como "regla de igualdad": "se debe tratar a los iguales de igual modo y a los desiguales de modo desigual" (Bobbin, 2). Por si sola esta regla es vacía ya que nada señala sobre la justicia o no de! tratamiento, simplemente proclama formalmente el igual trato, todo lo cual esta histórica e ideológicamente condicionado. Es decir que esta regla supone que, por anticipado, se haya determinado el criterio para discernir quienes son equiparables y quienes no, y que situaciones son equivalentes y cuales no. (Cfr.  Humberto Quiroga Lavié – Derecho Constitucional Argentino-T.I, pág 375).

El art. 16 de la Constitución Nacional debe ser interpretado como la exigencia de que se trate del mismo modo a quienes se encuentran en igualdad de situaciones. La regla de la igualdad no es absoluta, ni obliga al legislador a cerrar los ojos ante la diversidad de circunstancias, condiciones o diferencias que pueden presentarse a su consideración; lo que aquella regla estatuye es la obligación de igualar a todas las personas afectadas por una medida, dentro de la categoría, grupo o clasificación que les corresponda, evitando distinciones arbitrarias u hostiles. Las únicas desigualdades inconstitucionales son las arbitrarias, y por arbitrarias han de estimarse las que carecen de toda razonabilidad, las persecutorias, las hostiles, las que deparan indebidos favores o privilegios, etc., situación esta última que, claramente no se da en autos.  

Y si bien, “la base normativa del articulo 16 de la CN se ha am​pliado con la reforma de 1994, al dotar de jerarquía constitucional varios de aquellos instrumentos, pues además de reiterar la formula clásica “todos son iguales ante la ley”, le añaden un complemento necesario, "a igual protección de la ley", y la explícita y genérica prohibición de distinciones o discriminaciones arbitrarias: articulo 2 C. A. D. D. H.; articulo 7, parte 1" D. U. D. H.; articulo 24 C. A. D. H. y articulo 26, parte 1° del P. I. D. C. P., sin perjuicio de que estos instrumentos completan esta temática, al establecer por separado cláusulas especialmente antidiscriminatorias.” A su vez, las dos declaraciones con jerarquía constitucional, Preámbulo de la Americana, y art. 1 de la Universal) receptan solemnemente la celebre máxima sobre la igualdad formal, ya formulada por las declaraciones del siglo XVIII, contestando a las dos preguntas básicas sobre el alcance de la igualdad: al interrogante de igualdad entre quienes responden: a "todos los seres humanos" o "todos los hombres", en tanto que a la pregunta igualdad en que contestan: "en dignidad y derechos". De esta forma, se da un contenido más preciso, al genérico concepto de igualdad ante la ley (Cfr. Quiroga Lavié, obra citada, pág. 373)

8) En ese orden de ideas, es dable recordar que, “el principio o garantía de igualdad ante la ley impone un trato igual a quienes se hallan en iguales circunstancias y, por tanto, no sea un principio absoluto, por lo que el legislador tiene plenas facultades para crear categorías y efectuar distinciones en la medida que ellas resulten razonables y no obedezcan a propósitos hostiles o persecutorios” (Cfr. Sup. Corte Bs. As 23/12/2003 Fernández, Viviana B. y otro v. Provincia de Buenos Aires, http://onl.abeledoperrot.com, acceso 26-09-2008, cit. en autos STJSL: “Chanampa Stella Maris c/ Estado Provincial – Demanda Contencioso Administrativa” - 09-06-2010, “SADOP – Sindicato Argentino Docentes Particulares c/ Gob. de la Pcia. de San Luis – Demanda de Inconstitucionalidad”-30-06-2010). Es decir que, la garantía del art. 16 de la CN, no impide que el legislador contemple, en forma distinta, situaciones que considere diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución de personas o grupos de personas.

Como ha sostenido el Máximo Tribunal Nacional, “el principio de igual remuneración por igual tarea (art. 14 bis de la Constitución Nacional) es aquel opuesto a situaciones que implican discriminaciones arbitrarias, como serían las basadas en razones de sexo, religión o raza, pero no aquellas que se sustentan en motivos de bien común, como las de mayor eficacia, laboriosidad y contracción al trabajo del dependiente, puesto que no es sino una expresión de la regla más general de que la remuneración debe ser justa” (Cfr. CS Fallos T. 311, P. 1602)
En esta inteligencia, un trabajador o un grupo de ellos sólo pueden ser tratados de modo desigual, en la medida que obren circunstancias funcionales que justifiquen al tratamiento diferenciado y perjudicial. Si ello es así, la causa de justificación es precisamente lo que da motivo al otorgamiento de este poder “para organizar económica y técnicamente la empresa, explotación o establecimiento”.

Es entonces causa de justificación del tratamiento desigual, no cualquiera, sino las que están vinculadas a razones funcionales. Es lo que establece el artículo 81 RCT (corolario del artículo 64 RCT), que niega antijuridicidad en el tratamiento distinto “… se reitera, cuando el diferente tratamiento responda a principios de bien común, como el que se sustente en la mayor eficacia y laboriosidad.

Al respecto cabe señalar, en primer lugar que, “no corresponde cuestionar la aptitud del titular de la empresa de abonar remuneraciones diferenciadas, en función de una escala de valores o de merecimientos que, en principio, no está sujeta a la intromisión de terceros, sino que lo que se pretende, es impedir que se superen los límites de la irrazonabilidad o la arbitrariedad; extremos que no verifico cumplidos en autos. Así el art. 81 de la Ley de Contrato de Trabajo ha fijado, con el carácter de obligación para el principal, la igualdad de trato a sus dependientes en “identidad de situaciones”. Luego, el tratamiento diferenciado, para no resultar lesivo de los derechos de la contraparte, debe justificarse en razones objetivas” (Cfr. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo-Segura Jimena c/ Banco Columbia S.A. s/ despido-  31-jul-2013).

Que, a mayor abundamiento, cabe destacar que tampoco se quebranta la garantía constitucional del art. 14 bis de la Constitución Nacional, igual remuneración por igual tarea, al no existir un trato discriminatorio, sino desigualdad que obedece a situaciones objetivamente desiguales (Cfr. SCBA, L 78723 S 28-5-2003, “Pérez Núñez, Horacio Antonio c/ Eden SA s/ Indemnización por despido”: DJBA 165, 267). 
En consecuencia, “corresponde desestimar el planteo fundado en la violación del derecho reconocido por el art. 14 bis de la Constitución Nacional, en cuanto a la igualdad de remuneración por igual tarea, toda vez que, además de no constituir un derecho absoluto sino que debe ejercerse de acuerdo a lo que establece su reglamentación, para la existencia de lesión a la igualdad genéricamente considerada, el trato no igualitario debe emanar del texto mismo de la norma y no de la interpretación que pueda haberle otorgado la autoridad encargada de aplicarla, y la actora redujo su planteo a la mera critica a la valoración de los hechos del caso y a la inteligencia de las normas que hizo la cámara”. (Cfr. CS- T. 330, P. 717 Lucero, Silvia Liliana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires-13/03/2007).

Como corolario, debo destacar sin hesitación alguna, que no encuentro acreditado en autos, elemento alguno que me permita al menos inferir que los actores  hubieran sufrido discriminación salarial alguna, ni trato como el que se pretende demostrar, en el escrito de fundamentación del remedio recursivo en análisis, por lo que corresponde rechazar los agravios y confirmar la sentencia in totum.

9) Por tal motivo, y a fuerza de ser reiterativa y clara, corresponde señalar que, con la Casación se solicita el reexamen de la Sentencia, para aplicar en su caso la corrección jurídica, juzgando la legalidad de la misma y asegurando la recta y uniforme aplicación de la Ley. (Cfr. S.T.J.S.L., “Camilli Héctor Adolfo - Bustos Luis C. y Anello De Bustos A.E.  c/ Páez Francisco y Correa De Páez  Rosalía –Medida Preliminar- Prueba Anticipada s/ Recurso de Casación”, 27-10-2007; “Correa Páez Adriana Maria c/ Centro de Estética “ap” y otros s/ Cobro de Pesos Laboral -Recurso de Casación - 14-08-2013), debiendo surgir ello de los fundamentos esgrimidos por el recurrente, lo que, se reitera, no acontece en autos.-

En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, y conforme lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se considera que la Excma. Cámara no ha omitido aplicar el derecho correspondiente al caso, ni tampoco que se haya interpretado o aplicado erróneamente la normativa vigente, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el Art. 287 C.P.C. y C, por lo que corresponde desestimar el Recurso articulado. 

Que, por las razones expuestas, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTION por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Atento como se han votado las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto y fundado a fs. 367/382, confirmando en todas y cada una de sus partes las sentencias obrantes a fs. 341/346 vta y 347. ASI LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Las costas se imponen al recurrente (Art. 68  C.P.C. y C.).
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
                                                                                                                       ///…
///…

San Luis, noviembre veintiuno de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto y fundado a fs. 367/382, confirmando en todas y cada una de sus partes las sentencias obrantes a fs. 341/346 vta y 347.-
II) Costas al recurrente (Art. 68  C.P.Civ.Com.).
REGISTRESE  y NOTIFIQUESE.-
No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ por encontrarse excusado.- 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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